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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintinueve de enero de dos mil nueve
Acta número 0004 del 29 de enero de 2009
En la fecha, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación propuesto por el apoderado de la demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el pasado 24 de octubre, dentro del proceso de doble instancia que Roberto Antonio Vargas Isaza le promueve a la sociedad La Estrella S.A.
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Vargas Isaza, asistido de abogado, acude ante esta jurisdicción para solicitar que mediante sentencia se declare que con su demandado celebró un contrato de trabajo a término fijo, el cual fue objeto de varias prorrogas, iniciado el 25 de enero de 2005 y terminado el 24 de enero de 2007; que el contrato de trabajo celebrado se renovó de manera tácita y automática por un periodo adicional de un año, comprendido entre el 25 de enero de 2007 y el 24 de enero de 2008, terminado injustificadamente, toda vez que al momento de avisar el empleador al trabajador su determinación de no renovarlo, ello ya había ocurrido por un periodo adicional de un año, comprendido entre el 25 de enero de 2007 y el 24 de enero de 2008; por lo tanto, solicita que se condene a la sociedad demandada a pagarle la indemnización por despido injusto, equivalente a $5.252.400, lo probado en virtud de las facultades extra y ultra petita y las costas procesales.

Finca sus aspiraciones relatando que entre él y la sociedad La Estrella S.A. se celebró un contrato de trabajo a término fijo por el plazo de tres (3) meses, cuyo extremo inicial fue el 25 de enero de 2005 y su extremo final el 24 de abril de 2005 para desempeñar funciones de oficios varios; dicho vínculo se prorrogó tácitamente por 3 periodos iguales, comprendidos entre el 25 de abril y el 24 de julio de 2005, entre el 25 de julio y el 24 de octubre de 2005 y entre el 25 de octubre de 2005 y el 24 de enero de 2006; así las cosas, el contrato de trabajo se prorrogó nuevamente por un periodo adicional de 1 año, entre el 25 de enero de 2006 y el 24 de enero de 2007, extendiéndose, por cuanto ninguna de las partes lo dio por terminado con 30 días de antelación a su vencimiento, por otro periodo adicional entre el 25 de enero de 2007 y el 24 de enero de 2008; no obstante lo anterior el empleador, mediante comunicación sin fecha entregada al actor el 17 de enero de 2007, dio por terminado el contrato de trabajo a partir del 24 de enero de 2007; al momento del despido devengaba la suma de $433.700 mensuales.

La demanda fue admitida el 30 de noviembre de 2007 y se ordenó correrla en traslado a la accionada, fl. 14, quien oportunamente la contestó valiéndose de mandatario judicial al efecto constituido, fls. 23 - 27; aceptó la existencia, modalidad y renovaciones del contrato de trabajo, excepto la enunciada en el hecho 4° de la demanda, y el salario. Sin embargo indicó que el contrato de trabajo término por vencimiento de su plazo, toda vez que al trabajador se le avisó la no renovación del mismo con más de 30 días de anticipación, argumentando que la omisión de la fecha en el respectivo escrito no significa que no se halla cumplido con el aviso que exige la ley; asevera que Vargas Isaza no realizó manifestación alguna al recibir su liquidación de prestaciones sociales, constituyendo mala fe de su parte el querer aprovecharse de un aspecto formal que no puede tener ninguna incidencia; agrega que al firmar el trabajador su liquidación está aceptando que la comunicación de la no prorroga del contrato le fue entregada oportunamente. 

La fase conciliatoria se superó y agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 24 de octubre último en la que se condenó a la empresa demandada a cancelar a favor del actor la indemnización por despido injusto en cuantía de $5.226.637.68, al encontrar la a quo que no existe prueba en el plenario respecto al cumplimiento de lo exigido en el artículo 46 del C.S.T., esto es, el aviso de no renovación del contrato con treinta (30) días de antelación a su expiración, toda vez que el documento por medio del cual se hizo aquello, no ostenta fecha de elaboración o entrega alguna, razón por la cual fue declarada la terminación injusta del vínculo laboral .

Contra esa decisión se alzó en apelación el apoderado de la demandada, solicitando se revoque la decisión por cuanto el aviso existió efectivamente, lo cual es un hecho indicativo de buena fe; afirma que no se puede aceptar que el aspecto formal referente a la fecha entre a contrariar el mandato constitucional de que el derecho sustancial prevalece sobre el derecho formal; agrega que se deben valorar debidamente los testimonios de Ana Milena Cortes Zuluaga y Nubia López López, las cuales afirman que el aviso se dio en tiempo oportuno; manifiesta que el actor no hizo ninguna salvedad al recibir su liquidación de prestaciones sociales, lo que demuestra su conformidad.

Concedido el recurso fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual las partes guardaron silencio, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
El estudio a realizar por esta Corporación girara en torno a la omisión de la demandada respecto a estampar la fecha de elaboración y/o entrega al actor del oficio mediante el cual se le avisa que no será renovado su contrato de trabajo. Respecto a los demás aspectos del proceso, tales como la relación laboral habida entre las partes, la modalidad de dicha vinculación, sus extremos y el salario, no mostró inconformidad alguna el apelante, por lo tanto a ello no se referirá esta Colegiatura.
Tan importante es el mencionado escrito, que de resultar cierto lo indicado por la empleadora, esto es, que el trabajador fue preavisado con más de treinta días de antelación que su contrato no sería renovado una vez expirara el plazo fijo pactado, se irían al traste la totalidad de sus aspiraciones, pues esa sanción por despido injusto se constituye en la casi la única pretensión en este asunto, las demás, las que resultaren probadas con base en las facultades ultra y extrapetita y las costas procesales deprecadas desaparecerían en caso de que aquella fracasara. 

Entrando ya en materia podemos aseverar sin temor a equívocos, que según el artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo, una de las formas de terminación del contrato de trabajo es precisamente la expiración del plazo fijo pactado.

De tal suerte que, acudiendo a las voces del canon 46 de la normativa en cita y, entratándose de un contrato celebrado a término fijo se entendería renovado por un lapso igual al inicialmente pactado Si antes de la fecha de vencimiento del término estipulado, ninguna de las partes avisare por escrito a la otra su determinación de no prorrogar el contrato, con una antelación no inferior a treinta (30) días, éste se entenderá renovado por un periodo igual al inicialmente pactado y así sucesivamente. Numeral 1º.

De la norma transcrita se pueden inferir dos requisitos fundamentales para que un contrato de trabajo a término fijo finalice legalmente por vencimiento del plazo inicialmente pactado a saber: a) que se avise por escrito a la otra parte la voluntad de no prórroga y b) que el aviso se dé con una antelación que en ningún caso puede ser inferior a treinta días.

El primero de los requisitos enunciados, el aviso escrito a la otra parte, se encuentra debidamente cumplido, tal como se constata con el documento visible a folio 9, sin embargo, la segunda de las exigencias contenidas en la norma en cita, esto es, que dicho aviso se de con no menos de treinta (30) días de antelación al vencimiento del contrato no se encuentra cumplida, pues el documento enunciado no ostenta fecha alguna de elaboración y menos de entrega al actor.
Afirma el togado recurrente que basta con que se haya dado el aviso al trabajador, sin que la fecha tenga mayor importancia, pues por medio de los testimonios vertidos al infolio se constata que ello fue realizado en el momento oportuno.

Se refiere el quejoso a las deponencias vertidas al infolio por Ana Milena Cortes Zuluaga, fl. 51, y Nubia López López, fl. 53, ambas empleadas de la sociedad demandada, la primera como Jefe de Recursos Humanos y la segunda como su Administradora, testigos que, en sentir de esta Colegiatura, tienen un interés directo en las resultas del proceso, no por el simple hecho de ser dependientes de la demandada, sino porque eran las empleadas encargadas de todo lo relativo con el manejo de personal de la sociedad, incluyendo la terminación del contrato del actor, reconociendo la última que fue un “gran error” suyo el no haber puesto fecha en el pluricitado documento, deduciéndose de sus dichos, que conoce las consecuencias que dicha falencia podía traer a la empresa.

Y es que no basta la intención de terminar el vínculo laboral, la ley al respecto es clara, precisa y no da lugar a interpretaciones de ningún tipo, exige la comunicación escrita sobre la no renovación con no menos de 30 días de antelación a la fecha de terminación del contrato, escrito que obviamente, aparte de contener la intención de no continuar la relación contractual, debe indicar su fecha, todo esto para los fines legales y probatorios pertinentes, no siendo posible suplir dicho requisito con los testimonios aportados, pues se trata de una exigencia ad substantiam actus.

Alega el vocero judicial de la demandada que de la firma de la liquidación de prestaciones sociales por parte del actor, se deduce que el aviso se dio en tiempo, toda vez que este no efectúo reclamo alguno en aquel momento; pues bien, dicha afirmación no es de recibo, toda vez que es bien sabido que el solo hecho de firmar un paz y salvo o una constancia de no adeudársele nada, no impiden que el trabajador, al percatarse del desconocimiento de alguno de sus derechos derivados del contrato de trabajo, lo reclame, como ocurre en este caso; además, aunque el desconocimiento de la ley no es excusa para su incumplimiento, no se le puede exigir a una persona con escaso nivel de instrucción, 5° de primaria, que tenga los conocimientos jurídicos necesarios para rebatir a su empleador, quien cuenta con profesionales a su servicio, las condiciones en que se desenvuelve su relación laboral, para ello precisa, como lo debe haber hecho, la asesoría de un profesional en derecho.
En virtud de lo discurrido, es menester confirmar la sentencia de primera instancia.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de apelación. Costas en esta sede no se causaron.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

